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RESUMEN
La Organización Mundial de la Salud deduce que para el año 2020, las muertes en
accidentes de tránsito a nivel mundial, serán mayores a las producidas por el virus
del VIH/sida, según, la Federación de Aseguradores Colombianos Fasecolda, la
accidentalidad vial, representa un grave inconveniente de sanidad pública, cada
año las cifras se acercan a un millón doscientas mil víctimas fatales y
aproximadamente 50 millones de heridos por contratiempos en las vías.
Como consecuencia de estos hechos, en Colombia es aprobada la Ley 33 de
1986 que regula y brinda soporte legal al seguro Obligatorio de Accidentes de
Tránsito (SOAT), el cual mediante el pago de una “prima”, de una póliza
aseguradora, y que es solventada por el propietario del vehículo, posee dos
componentes: el primero corresponde al costo autorizado por la Superintendencia
Financiera de Colombia y el segundo componente, a un recargo o contribución del
50% del valor de dicha tarifa, cuyo monto es trasladado a una cuenta especial del
Fondo de Solidaridad y Garantía (FOSYGA). De manera suplementaria,
aseguradora autorizada,

la

trasladará el 20% del valor acreditado por la

Superintendencia Financiera de Colombia, el cual es depositado en la misma
cuenta.
Se busca estimar el impacto económico generado por la evasión en pólizas SOAT,
atendiendo el pago de indemnizaciones por víctimas fatales.
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ABSTRACT
The World Health Organization suggests that for the year 2020, deaths in traffic
accidents worldwide, will be greater than those produced by the virus HIV / AIDS,
according to the Federation of Colombian Insurers Fasecolda, the road accident, is
a serious public health problem, every year the figures are close to one million two
hundred thousand people killed and around 50 million injured in mishap on the
tracks.
Given these facts, Colombia is passed Law 33 of 1986 which regulates and
provides legal support to insurance Mandatory Traffic Accident (SOAT), which by
paying a "bonus", an insurance policy and that is paid for by the vehicle owner has
two components: the first reflects the cost approved by the Superintendencia
Financiera de Colombia and the second component, at a premium or contribution
of 50% of the value of such fee, whose amount is transferred to an account Special
Guarantee and Solidarity Fund (FOSYGA). So further, authorized insurer will
transfer 20% of the value established by the Superintendencia Financiera de
Colombia,

which

is

placed

in

this

account.

It seeks to estimate the economic impact generated by evasion SOAT policies,
following

the

payment

of

compensation
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for

casualties.

INTRODUCCIÓN

El informe mundial sobre prevención de traumatismos causados por el transito
calcula, que en el año 2002 murieron 1.18 millones de persona por causas de
siniestros en la vía pública, lo que significa una media de 3242 víctimas fatales
cada día.
El SOAT es un seguro de prototipo social, cuya efectividad garantiza recursos
necesarios para solventar los costos por atención médica requerida por

las

personas que resulten lesionadas, afectadas, o muertas debido a un accidente de
tránsito, ocurrido en el territorio nacional.
Este seguro está basado en el principio de la solidaridad, es decir, se recolectan
recursos de toda la sociedad, pagados por los propietarios de vehículos de todo el
país, los cuales son consignados para la prevención y atención de personas que
han resultado lesionadas en accidentes de tránsito y que puedan ser atendidos
oportuna e integralmente.
Para cumplir con lo previsto, el decreto 1032 de 1991, en su artículo 13 instituye
el Fondo de Seguro obligatorio de Accidentes de Tránsito “FONSAT”, cuya
intervención, garantiza el pago de siniestros ocasionados por vehículos que no
cumplen con lo establecido en la norma o están desasegurados.

¿Cuál es el Impacto Económico en la evasión del Seguro Obligatorio de
Accidentes Tránsito por víctimas fatales?

La presente propuesta de investigación tiene relevancia para la Facultad de
Ciencias Económicas y Sociales de la Universidad de La Salle, el grupo
investigador, para las entidades que intervienen en el proceso de recaudo,
9

distribución y ejecución de los ingresos, como es el Ministerio de la Protección
Social y la cuenta adscrita a dicho ministerio denominada: Fondo de Solidaridad y
Garantía, desde las siguientes perspectivas:
• Desde la perspectiva teórica, identificando las posibles imperfecciones del
mercado al interior del Sistema General de Seguridad Social en Salud para
la subcuenta ECAT.
• Desde la perspectiva metodológica, la propuesta busca identificar si esas
imperfecciones de mercado podrían conllevar a realizar un mayor análisis y
por ende replantear la dinámica en el sistema de información al interior de
las entidades que hacen parte del proceso; permitiendo que esta
información sea suministrada en línea y en tiempo real mejorando su fluidez
y

para que todos los agentes del mercado puedan tomar decisiones

adecuadas, es decir que cuenten con sistemas de información consolidados
y confiables, que garanticen los mismos elementos de juicio para optimizar
dicho sistema.
Por consiguiente, si se identifica que hay imperfecciones de mercado y se crea
una nueva dinámica en el sistema información, la distribución de los recursos
podría ser utilizada de manera más eficaz y eficiente.
El presente trabajo titulado “Impacto económico en el Sistema General

de

Seguridad Social en salud, por evasión del seguro obligatorio de accidentes de
tránsito (SOAT), en víctimas fatales a nivel nacional, para la vigencia 2005 a
2007”, El trabajo está organizado en tres capítulos los cuales se relacionan en su
conjunto al desarrollo de los objetivos planteados en la investigación.
El primer capítulo trata de estudios realizados por diferentes entidades y centros
de investigación, evolución del parque automotor, conformación de la póliza SOAT
como aporte al Sistema de Seguridad Social en Salud para Colombia, y compara
el crecimiento e índices de accidentalidad frente a otros países. En el segundo
capítulo se describen los fundamentos conceptuales de los temas relacionados
con aseguramiento y fallos de mercado. En el tercer capítulo se describe
10

fundamentos del marco teórico como: economía del bienestar, economía
constitucional, derechos de propiedad. El cuarto capítulo presenta los hallazgos
con base en la estadística e históricos de la información reportada por cada uno
de las entidades involucradas en el proceso a partir de su evolución, y el posible
pago de indemnizaciones, debido a la evasión del pago de la póliza.
Como último capítulo, se enuncian las conclusiones pertinentes que permitan
validar la hipótesis planteada en el trabajo de investigación.
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1. ANTECEDENTES
La Universidad de los Andes (2004), realizó un manual que sirve de guía a los
entes territoriales de carácter municipal y departamental para el diseño y ejecución
de sus planes de seguridad vial. Analiza el comportamiento de la motorización y
el índice de accidentalidad en Colombia frente a 33 países más. Desde el año
1991 a 2002, dicho estudio indica que se presenta una relación directa entre el
ingreso per cápita y la motorización de los países, a mayor ingreso mayor
motorización.
Para el ente universitario la motorización en Colombia durante los años 1991 a
2002 ha crecido en forma constante y acelerada (a pesar de que el periodo incluye
la mayor recesión económica de los últimos 70 años en el país). Para el año
2002 la cifra correspondía a 7 vehículos por cada 100 habitantes, es preocupante
pensar que a medida que Colombia logre entrar en un proceso de crecimiento
económico acelerado, implicará un crecimiento acelerado de motorización y con
ello los problemas de un posible incremento en los índices de accidentalidad.
De un total de 34 países reportados, Colombia es el penúltimo en baja
motorización, por encima sólo de Perú. Los demás países están por encima
ampliamente. Estos

países están localizados (21) en Europa, (5) en Asia y

Oceanía, (2) en Norteamérica, y (6) en Latinoamérica.
CUADRO No. 1 Niveles de motorización en el mundo en año 2000
País
Portugal

Veh/100Hab

País

Veh/100Hab

Pais

Veh/100Hab

83,4

Canadá

58,1

Polonia

36,5

80

Francia

57,9

Corea

27,8

Estados Unidos

78,9

Noruega

57,8

Argentina

27,4

Nueva Zelanda

68,5

Bélgica

56.2

Hungría

27,1

Luxemburgo

Italia

65,7

Suecia

53,2

Brasil

17,4

Suiza

63,7

Holanda

49,9

Turquía

14,1

Austria

63,2

Reino Unido

49,4

Chile

14

Alemania

62,5

Grecia

48,2

Venezuela

9,5

Japón

62,1

Finlandia

47,8

Colombia

6,4

Australia

61,9

Dinamarca

45,5

Perú

4,5
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País

Veh/100Hab

País

Veh/100Hab

Islandia

60,7

República Checa

45,4

España

58,9

Irlanda

44,3

Pais

Veh/100Hab

Fuente: Fondo de Prevención Vial en su publicación, Accidentalidad Vial Nacional 2002.

Concluye el estudio que, Colombia con la única excepción de Perú, es el país con
mayor índice de mortalidad por accidentes de tránsito. En cuanto a heridos, tres
países superan a Colombia (Perú, Corea y Chile). Todos los demás países de este
grupo de 34 tienen índices inferiores y entre ellos 15 tienen menos de 2 muertos
por cada 10.000 vehículos. Aduciendo además que los anteriores aspectos
constituyen una clara demostración de que los índices de accidentalidad en
Colombia son exageradamente altos para los estándares mundiales, y que
podrían y deberían reducirse a valores hasta 12 veces los índices actuales.
Muñoz et al (2002) realiza un estudio del ciudadano y en particular para el peatón
colombiano, señala que el salvajismo de nuestra deficiente y peligrosa circulación
vial, necesita de manera urgente ser pacificada, para la ciudad de Medellín donde
en el año 2000 cómo consecuencias de accidentes de tránsito arrojó cifras del
orden de 410 muertos y 21.725 lesionados.
Para el autor, la seguridad en las calles, es considerada como uno de los grandes
problemas de salud pública y para contrarrestar los efectos, las soluciones deben
estar encaminadas a realizar trabajos y acciones de educación, control, de
emergencia y de ingeniería.
Explica lo anterior el autor, aduciendo que los métodos físicos de regulación del
tránsito, especialmente aquellos que obligan físicamente al vehículo a modificar
su trayectoria y velocidad (auto controlable en relación con el comportamiento del
vehículo), son los más utilizados en la pacificación del tránsito. “Se dice que una
disminución de la velocidad del tráfico vehicular en (1) kilómetro por hora reduce
en un 5% el número de accidentes”. Atehortua, (2008).
Fernández (2008), argumenta que la magnitud de los accidentes en moto tiene su
base en el crecimiento de un 59% del parque automotor durante los últimos 5
años,

debido

a

los

bajos

costos

y
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las

facilidades

que

ofrecen

los

comercializadores, a quienes con unos mínimos requisitos les basta, para hacer
entrega de este medio de transporte y por ende contribuir al crecimiento del
parque automotor. Mientras en el año 2000 circulaban 1'123.764 motos, en 2005
llegaron a 1'787.947, muchas de ellas utilizadas como alternativa al deficiente
trasporte público, especialmente en la costa atlántica, sin ser sancionadas por las
autoridades de policía y tránsito.
Tabasso (2002), explica la realidad vial de Latinoamérica,

efectuando un

comparativo de la accidentalidad vial en esta región y alude que el índice de
accidentalidad en ésta, es de 10 a 20 veces mayor que en las regiones con mayor
cantidad de países desarrollados, generando pérdidas humanas y económicas del
orden hasta del 4,5% del Producto Interno Bruto en algunas naciones, provocando
un freno adicional al crecimiento de la economía tanto individual como regional,
además, de la falta de prevención por parte de conductores, peatones y de
autoridades competentes, también es causa adicional el inadecuado diseño de
las carreteras y sus altas condiciones de inseguridad.
Gaviria (2008), señala que la procedencia y el uso de los recursos del SOAT
surgen a partir de la adquisición de la póliza realizada por el propietario del
vehículo, póliza que tiene dos componentes: la primera se encuentra la tarifa
establecida por la Superintendencia Financiera de Colombia (SFC) y por otra un
recargo o contribución equivalente al 50% del valor de la tarifa, en consecuencia si
la SFC determina que un carro debe pagar $100 de tarifa, la aseguradora cobrará
al propietario del vehículo $150, de los cuales la aseguradora destinará $77 para
la atención del riesgo, el Gobierno Nacional recibirá $70, y el Fondo de Prevención
Vial $3 para desarrollo de campañas de prevención de accidentes, capacitación y
documentación sobre la materia.
Según La Federación de Aseguradores Colombianos (2008), en total el SOAT ha
redistribuido recursos superiores a $3.5 billones de pesos a instituciones de salud,
fondos del Gobierno y afectados por accidentes de tránsito, lo que equivale al
1.5% del PIB del país.
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2. MARCO REFERENCIAL

2.1 BREVE RESEÑA HISTÓRICA DE LOS SEGUROS

Con la necesidad urgente de mitigar en algún grado los riesgos de toda índole,
nació el derecho al aseguramiento.
Según la Universidad de la Sabana (2005), desde el Código Hamurabi, que data
de dos mil años antes de Cristo, se hace referencia a una unión de viajeros, para
protegerse de los riesgos del desierto y los malhechores, que consistía en la
reparación por el grupo de los daños que recibían uno o más de los viajeros; entre
todos compartían las pérdidas.
Otra referencia del Talmud y el código Hamurabi, por medio de la unión de todos
los miembros, se reparaba la nave con entrega de otra; pero, dando unas normas
y requisitos específicos, lo que dió origen a las llamadas “exclusiones” en las
pólizas actuales.
Otro ejemplo de una asociación es una de marineros de Rodas en el siglo XVIII,
los cuales se unen para asegurarse mutuamente contra los riesgos propios del
transporte marítimo.
Benítez (1995), explica las asociaciones llamadas Guildas, ya conocidas en
Inglaterra en el siglo IX d. C. originalmente eran asociaciones de defensa mutua o
religiosa; mensualmente se reunían los miembros de la Guilda en un banquete o
festín, en el cual se discutía sobre sus intereses comunes. Los afectos, como los
odios, se sentían en común. Un insulto hecho a uno de sus miembros era
considerado como ofensa para todos los que la constituían la Guilda, tomando “la
venganza” un carácter colectivo.
Con la caída

del feudalismo empieza a tomar mayor fuerza el concepto de

propiedad privada, con lo cual se fortalecieron el comercio y la industria, naciendo
15

la necesidad de comenzar a practicar el aseguramiento de su trabajo de los
riesgos propios del transporte marítimo y terrestre.
El primer seguro obligatorio del que se tiene conocimiento, se implementó en
Portugal, a mediados del siglo XVI, y consistía en un fondo común conformado por
el 20% de los beneficios de cada viaje de los navíos de más de 50 toneladas,
dicho fondo era controlado por el Estado y su fin era cubrir las pérdidas por
siniestros ocasionados a las embarcaciones de sus miembros en cada viaje.
Gratton (1995), refiere que en el año de 1601 en Inglaterra, se crea la Corte o
Tribunal de seguros para regular los conflictos entre aseguradores y asegurados.
En 1666 estalló lo que se conoció como el “gran incendio” que durante cuatro días
consumió la tercera parte de Londres, destruyendo más de 18.000 casas y
dejando 20.000 familias sin techo, lo que dio origen a las entidades aseguradoras
de incendio y la primera de ellas conocida como “la oficina de incendios”
Sin embargo desde esa época las compañías de seguros sufrían las
consecuencias de las actitudes dolosas por parte de algunos asegurados
deshonestos, así se aprecia en ordenanzas de Barcelona de mediados del siglo
XIV: las cuales narraban las acciones de algunas personas inescrupulosas que
cobran algunos seguros, sin que jamás hubiesen cargado efectos o mercaderías,
ni los navíos hubiesen salido, ni los cambios se hubiesen dado, por lo cual eran
castigados con multas como parte de compensación.

2.2 EN COLOMBIA
En principio las compañías de seguros fueron extranjeras, explotando el lucrativo
negocio, hasta el año 1874 cuando se constituyó la primera sociedad anónima
colombiana encargada de la explotación del seguro, denominada: “Compañía
Colombiana de Seguros”. La cual en principio se dedicó al ramo del
aseguramiento de carga por el rio Magdalena.
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CUADRO No 2 Datos Relevantes De Seguros

FECHA RELEVANTE

HECHO DESTACADO
Aprobación de la primera tarifa de transporte
por manejo de mercancía (saqueos, robos y

ENERO 4 1875

perdidas)
Se

amplían

los

servicios

mediante

la

celebración de reaseguros con casas francesas

JUNIO 1877

Se

integran

la

compañía

colombiana

de

seguros con la sociedad nacional de seguros

JULIO DE 1902

de vida
Se abrió el ramo de seguros de accidentes

1910
Multiplicación de agencias con sucursales en
todo el país

1910-1920

Se promulgó la ley 68 disponía el control de las
compañías de seguros a la superintendencia

1924

financiera
Fuente: Derechos de seguros, 2007

La actividad de las compañías de seguros se encuentran reglamentadas por el
estatuto orgánico del sistema financiero (Decreto 663 de 1993, reformado por la
ley 510 de 1999 y por la ley 795 de 2003), algunas disposiciones del estatuto son:
• El capital mínimo para que una compañía aseguradora pueda obtener
permiso de operación, será de cinco mil millones de pesos, sin perjuicio del
patrimonio técnico neto, que deben

acreditar para aplicar un ramo

determinado, y queda supeditado a la reglamentación que para ello expida
el Estado.
• La ley 45 de 1990 desregularizó la actividad aseguradora, haciéndola más
flexible, con mayor libertad; lo que permitió que los modelos de pólizas y
tarifas no requieran autorización de la Superintendencia Financiera de
Colombia, sino que simplemente se pusiesen a disposición de este
organismo antes de su utilización.
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• Ley 389 de 1997, cambió el contrato de aseguramiento colombiano al pasar
del régimen solemne al consensual, lo que lo constituye como prueba del
seguro y no como el documento que perfecciona el contrato.
• Ley 795 de 2003, se crea la figura del defensor del cliente, el cual actuará
para las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera y es el
vocero de los usuarios ante la respectiva institución además de resolver las
quejas presentadas por los clientes acerca de posibles incumplimientos de
normas, contratos o servicios.

2.3 MARCO CONCEPTUAL
Consensual
Evita los problemas que suscitaban los anexos temporales, mediante los cuales se
otorgaba el amparo, mientras se expedía la póliza y además se hacía el pago del
seguro.
Bilateral
Porque genera compromisos contractuales a cada una de las partes: asegurador y
tomador del seguro.
Oneroso
El artículo 1497 del Código Civil describe que debe tener utilidad para cada uno de
los contratantes, cargándose cada uno con el beneficio del otro.
De ejecución sucesiva
Porque las obligaciones se cumplen durante la ejecución del contrato. Si bien la de
pagar el valor del seguro puede ser en un solo instante, se pueden pactar varias
etapas para su pago, en conjunto de otras obligaciones como por ejemplo,
mantener el estado de riesgo.
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Según el artículo 1082 del Código de Comercio, la legislación colombiana clasifica
los seguros en seguros marítimos y terrestres; estos últimos los dividió

en

seguros de daños y de personas y a su vez, los de daños en seguros reales y
patrimoniales.
Los seguros, protegen los activos del asegurado que pueden ser de la más
variada índole: arrendamientos, usufructo y todo aquello que integra el patrimonio
de una persona natural o jurídica. El tomador puede solicitar el seguro para un
bien determinado como: una casa, un automóvil, un establecimiento comercial,
etc. En estos casos estaremos frente a un Seguro Real, o Seguro sobre “cosas
concretas”.
Cuando se asegura un activo en general de una persona o un seguro que evita el
crecimiento

del

pasivo,

se

denomina

seguro

patrimonial

o

seguro

de

responsabilidad civil, reaseguro, o seguro de cumplimiento.
Existen otras clasificaciones como los seguros individuales y sociales, los
primeros, cuando el tomador contrata el seguro de sus bienes como su auto, su
casa, etc., y los sociales como los que cubre a la comunidad contra los riesgos
propios de la salud o seguros por el derecho a pensión.

2.4 EL SEGURO OBLIGATORIO DE ACCIDENTES DE TRANSITO
Se introdujo al país en el año 1970 por medio de la ley 16 y posteriormente se
ratificó con los artículos 115 y 116 de la ley 33 de 1986, a la fecha está
reglamentado por el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, basado en la
necesidad de brindar protección a las personas y en búsqueda de la igualdad
social, que puede ser afectada por un accidente de tránsito.
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2.5 EL CARÁCTER DE OBLIGATORIEDAD
Solamente puede ser causado por una ley, que establece que todos los vehículos
automotores que circulen por el país por vías públicas o privadas que sean
abiertas al público, por mandato deban tomarlo; lo que significa que todos y cada
uno de los vehículos automotores deben necesaria e indefectiblemente contar con
un Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, para poder circular dentro del
territorio nacional. De no cumplir con esta norma es sujeto de sanción por las
autoridades competentes.

2.6 ACCIDENTE DE TRÁNSITO:
La Superintendencia Financiera de Colombia (2008), define accidente de tránsito
como: “un suceso ocasionado o en el que haya intervenido un vehículo automotor
en una vía pública o privada abierta al público destinada al tránsito de vehículos,
personas y/o animales y que, como consecuencia de su circulación, o por
violación de un precepto legal o reglamentario de tránsito, causa daño en la
integridad física de una persona”.
“Es necesario determinar que por vehículo automotor se entiende como todo
aparato provisto de un motor propulsor, dedicado a circular por el suelo para el
transporte de personas o bienes, incluyendo cualquier elemento montado sobre
ruedas que le sea acoplado”.
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3. MARCO TEÓRICO
El seguro es una forma de mitigar una necesidad que está determinado como
riesgo, de lo que se deduce que una mayor aversión al riesgo, dará como
resultado una mayor aceptación del seguro que lo indemnizará a él directamente
o a sus beneficiarios que están cubiertos por el seguro ante algún siniestro.
A los diferentes seguros se les da el nombre de seguros solidarios, debido a que
con las primas que pagan todos, se cubren los pagos por siniestros sucedidos.
Según el Código de Comercio, el seguro posee las siguientes características:
Como está reglamentado en la ley 389 de 1997, un seguro es un contrato
consensual, mediante el cual una persona jurídica denominada asegurador,
debidamente autorizada para ello, asume riesgos que otra persona, natural o
jurídica, le traslada a cambio de una prima”
La economía es definida como: utilización de los recursos escasos para lograr la
máxima satisfacción,

sin embargo existen los autores conocidos como

“economistas del bienestar” y cuando se habla de economía del bienestar, se
hace referencia a aquellos quienes han dedicado su vida y obra a este asunto de
descubrir los principios para maximizar el bienestar social a través de las leyes
económicas.
Entre otros autores los más destacados en este asunto son; Pareto, Pigou, Von
Mises, Lange, Arrow y Buchanan, ellos abordaron la temática más variada y sus
normas para la maximización, por ejemplo: el problema de los costos y beneficios
externos, la desigualdad del ingreso, el potencial para lograr el máximo bienestar
bajo el socialismo, las dificultades asociadas con la votación de la mayoría y la
toma de decisiones.
Stanley (2008), Comenta: Wilfredo Pareto: (1848-1923) Nació en Paris, es
conocido como el creador de la “nueva economía del Bienestar”, siendo ésta
sustentada por los principios del equilibrio general de Walras, pero con un estudio
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y perfeccionamiento de dichos principios con los cuales dió origen a su teoría
“Optimalidad de Pareto”, o bienestar máximo, que

ocurre cuando ya no hay

cambios que lleven a alguien a estar en una mejor posición, al mismo tiempo que
tampoco dejan a nadie en peor posición.
Este concepto indica que la sociedad no puede hacer un reordenamiento de la
asignación de los recursos o de la distribución de los bienes y servicios de tal
manera que ayude a alguno sin perjudicar a alguien más.
Las implicaciones directas del Óptimo de Pareto son:
• Una distribución óptima de los bienes entre los consumidores
• Una asignación técnica óptima de los recursos, y
• Cantidades óptimas de producción.
Le interesaba el bienestar económico definiéndolo como “aquella parte del
bienestar social que se puede poner directa o indirectamente en relación con la
vara de medir dinero”. Su análisis del equilibrio lo hizo con el método tradicional de
Smith, Bentham y Marshall, tomando en cuenta el equilibrio parcial, a diferencia
con Pigou.
Entre sus valiosos aportes a la economía del bienestar tenemos:
• Redistribución del ingreso: Pigou aseguraba que la mayor igualdad de los
ingresos bajo ciertas condiciones podría

incrementar el bienestar

económico relativo entre personas con educación y antecedentes similares.
• Divergencia entre los costos y los beneficios privados y sociales: se plantea
que el costo marginal privado de un bien o un servicio es el gasto en el que
incurre el productor cuando fabrica más de una unidad; el costo marginal
social es el daño o gasto que se le hace a la sociedad como consecuencia
de producir esa unidad del producto. De la misma manera, el beneficio
marginal privado de un bien se mide por la satisfacción extra que le
proporciona al comprador, y el beneficio marginal social es la satisfacción
extra que obtiene la sociedad de la producción de la unidad adicional.
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Esta información es útil en el sentido que nos acerca a los conceptos de las
externalidades causadas por la producción y el consumo de bienes y servicios,
que además deben ser tomadas en cuenta como parte de estos procesos.
Dichas externalidades, entre las que se encuentran externalidades positivas y
externalidades negativas, inclinan la balanza del equilibrio dificultando la
maximización del bienestar de la sociedad.
kenneth Arrow: La Función del Bienestar Social (FBS) como posible recurso para
orientar y evaluar políticas económicas.
Arrow, en el año 1951, desarrolló formalmente los problemas que puede plantear
el proceso democrático en orden a lograr o no una elección social racional.
Como resultado de sus trabajos estableció “el Teorema de Imposibilidad de Arrow”
que aunque cumpliendo con cinco condiciones intuitivamente obvias; no es posible
y no logra una FBS, ni siquiera en pequeños grupos y que la elección de los
mismos incluirá juicios de valor.
Estos criterios que se deberían cumplir en una Función de Bienestar Social son:
•

Clasificar todos los resultados posibles, y la clasificación tiene que ser
consistente; si A es preferido a B, y B es preferido a C, entonces A es
preferido a C.

•

Ha de ser sensible a las preferencias de los individuos. Supongamos
que para un conjunto determinado de preferencias, A es socialmente
preferido a B. Entonces, si las preferencias individuales cambian de tal
forma que alguien eleva a A a un puesto más alto y nadie le disminuye
su puesto, A sigue siendo socialmente preferido a B. en cierto sentido,
esto es una clausula antidiscriminación. Si la sociedad está llevando una
acción determinada y un subgrupo de la población que se había opuesto
a dicha actividad, decide repentinamente estar a favor de ella, la
sociedad no puede dar marcha atrás

y cesar en la actividad

simplemente para “hacer la contra” al subgrupo.
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•

Las preferencias sociales tienen que cumplir la condición de Pareto.
Supongamos que A es una asignación tal que ningún individuo tiene
menos utilidad que en B, y uno o más individuos tienen mayores niveles
de utilidad en A que en B. en estas condiciones, la función de bienestar
social tiene que preferir A a B.

•

Se excluyen las dictaduras, las preferencias sociales no pueden reflejar
las preferencias de un único individuo.

•

Las preferencias sociales entre cualesquiera de las dos opciones no
deben depender de la existencia de otras alternativas. Supongamos que
cuando las alternativas A, B y C son factibles, la sociedad prefiere A a B
y B a C. si la opción C no fuera factible, la regla de decisión social debe
seguir prefiriendo A a B, a este supuesto se le llama independencia de
alternativas irrelevantes.

En su conjunto, estos criterios parecen bastante razonables. Nos dicen que el
mecanismo de elección social debe ser lógico y respetar las preferencias de los
individuos.
Como comenta Rosen (1987), la conclusión a la que llega Arrow es la
imposibilidad de encontrar una función de bienestar social que satisfaga todos
estos criterios. Este resultado es conocido como el Teorema de la Imposibilidad de
Arrow.
La sanidad
Uno de los más importantes efectos del sector público sobre el mercado sanitario,
se produce a través de una disposición de la legislación impositiva estatal, el cual
establece que el salario monetario de los individuos está sujeto a las cotizaciones,
a la seguridad social y al impuesto sobre la renta personal, es decir hay un aporte
porcentual con respecto al ingreso, el cuál es destinado a salud, es decir el tipo de
descuento es el 38% de cada unidad monetaria que pague el empleador del cuál
le queda 62 centavos para destinar a bienes y servicios. Cada unidad monetaria
gastada por el empleador en el seguro, le permite adquirir una unidad monetaria
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completa de seguro, el cual por disposición de la política fiscal, el Estado
subvenciona de forma efectiva la adquisición de seguros en salud en relación con
los demás bienes, el subsidio reduce el precio para los consumidores por debajo
del costo marginal y les motiva a contratar seguros en cantidades por encima de
las que serian eficientes, por lo tanto muchos analistas creen que esto ha
contribuido al aumento de los costos médicos y que las prestaciones sanitarias
provistas por los empleadores deberían estar sujetas a gravamen.(Rosen, 2002:
209-10)
El debate de la salud continúa girando en torno a tres temas distintos y algo
contrapuestos: Los excesivos costos, la limitada cobertura de los seguros y los
problemas presupuestarios que tiene el Estado para proporcionar asistencia
sanitaria. (Stiglitz, 2000:345), en gran parte el cubrimiento de servicios médicos
prestados a las víctimas de accidentes de tránsito y amparados por este tipo de
seguro (SOAT) permite que las Entidades Promotoras de Salud (E.P.S), no
incurran en unos sobrecostos, ya que el valor y el cobro de estos servicios en
primera instancia deben ser cubiertos por la aseguradora, y en su defecto por el
FOSYGA, según decreto 1283 de 1996, el cual permite que no se vea afectado el
proceso de capitación hacia la EPS, razón por la cual estos tipos de
eventualidades son cubiertos por recursos provenientes de otras actividades o
dinámicas del mercado, como es el caso de los seguros.

3.1 FALLOS DE MERCADO Y EL PAPEL DEL ESTADO
“El teorema fundamental de la economía del bienestar establece que la economía
solo es eficiente en el sentido de Pareto en determinadas circunstancias o
condiciones. Hay importantes condiciones en la que los mercados no son
eficientes en el sentido de Pareto. Se denominan fallos de mercado y constituyen
un argumento a favor de la intervención del Estado” (Stiglitz, 2000:345).
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De acuerdo al concepto anterior, no todos los vehículos automotores poseen
pólizas SOAT. Razón por la cual en el decreto 1032 de 1991 en su artículo 13 se
crea el FONDO DEL SEGURO OBLIGATORIO DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO
“FONSAT” cómo una cuenta especial de la nación con independencia patrimonial,
administrativa, contable y estadística para el pago de siniestros ocasionados por
vehículos no identificados o no asegurados; dichos recursos provienen de
transferencias efectuadas por las entidades aseguradoras, conforme a lo
dispuesto en el artículo 15 del decreto en mención. Siendo este el pilar para
financiar el cubrimiento en servicios de salud de las víctimas por accidentes de
tránsito.

3.2 INFORMACIÓN ASIMÉTRICA
Las propiedades técnicas de la información implican que los mecanismos de
mercado a menudo pueden funcionar imperfectamente en la asignación de los
recursos, la falta de información representa en muchos aspectos un problema que
implica incertidumbre para una toma de decisiones. (Nicholson, 1997:186)
Algunas actividades del Estado se justifican por que los consumidores tienen una
información incompleta y por la convicción de que el mercado suministra por si
solo muy poca información (Stiglitz, 2000:98).
En Colombia la deficiencia en el sistema de información puede hacer que a
medida que se generen más cobros por reclamaciones de accidentes de tránsito
podría este conllevar a un alza en las tarifas para las pólizas (SOAT) en un futuro
no muy lejano, razón por la cual es importante que la información fluya para que
todos los agentes del mercado puedan tomar decisiones adecuadas, es decir que
cuenten con sistemas de información que puedan garantizar que todos cuentan
con los mismos elementos de juicio para hacerlo.
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3.3 SELECCIÓN ADVERSA
Los seguros puede modificar la conducta de las personas, al saber que se tiene un
seguro, la persona va a prestar menor atención a la prevención de riesgos, es
decir el seguro reduce las consecuencias negativas de un comportamiento
inadecuado. ...”Las personas aseguradas podrían llevar un estilo de vida menos
saludable (abusando de la comida basura y no haciendo mucho ejercicio)”.
(Rosen,2002:202)
Las personas que corren con mayor riesgo son las que compran con mayor
probabilidad el seguro. Cuando las fallas del mercado son tan graves que el
mercado privado no puede ofrecer la cobertura necesaria, el Estado puede
desempeñar un papel importante, interviniendo y proporcionando una cobertura
amplia y universal, ejerciendo los poderes para gravar y regular además de la
capacidad para evitar la selección adversa adoptando una cobertura universal y
por consiguiente constituya una medida para mejorar el bienestar (Samuelson y
Nordhaus, 2002: 182)
Para el caso colombiano según informe de la Superintendencia Financiera de
Colombia de acuerdo con el índice de siniestralidad real del parque automotor en
Colombia para el año 2002, muestra que las motocicletas hoy en día están muy
por encima de la media en relación con el promedio total de accidentes de tránsito
en el territorio nacional, lo que hace más costoso el SOAT de las motos. A
diferencia de ello los autos familiares no revelan un índice de siniestralidad muy
elevado, este grupo vehicular está algo debajo de la media, cómo resultado de
esta distorsión, pese a la obligación legal que tienen las compañías de seguros de
expedir la póliza SOAT para motos, estas entidades no estaban atendiendo
debidamente la demanda por este seguro, por lo anterior el Ministerio de Hacienda
y la Superintendencia Financiera, consideraron inaplazable la necesidad de
modificar las tarifas, con el fin de ajustarlas a su costo real y poner fin a la
distorsión de tarifas. (Superintendencia Financiera de Colombia, Circular Externa
048 de 2002).
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Los individuos son adversos al riesgo, razón por lo cual compran un seguro y
prefieren pagar una cierta cantidad de dinero todos los años a la compañía de
seguros, y no dejar este riesgo a la suerte esperando que pase o cuando el evento
ocurra dicha situación genere mayores costos de lo invertido en el pago del
seguro, cuando sus ingresos son limitados, o los mismos no existan. (Stiglitz,
2000:355)

3.4 EL RIESGO MORAL
El riesgo moral es la influencia de la cobertura de un seguro en las decisiones de
los individuos para realizar actividades que puedan alterar la probabilidad de
experimentar pérdidas, el riesgo moral se refiere a las actividades en las que un
lado del mercado no puede saber lo que hace el otro lado, por este motivo a veces
se denomina problema de acción oculta. (Varian, 1999: 665).
Para el estudio que nos ocupa, el mismo se enfocará desde el punto de vista de
las personas naturales hacia FOSYGA, debido a que los requisitos que se deben
presentar los beneficiarios para el cobro de una reclamación o cuenta por
indemnización permite que el cobro y pago de las mismas

con cargo a la

subcuenta ECAT sea una buena fuente de financiación, es decir, se acceda al
pago de la indemnización tanto por parte de la aseguradora, como al mismo
FOSYGA, conllevando dicho aspecto a un mayor giro de fondos y por ende a un
disminución de recursos de la subcuenta ECAT.

3.5 ECONOMÍA POLÍTICA CONSTITUCIONAL
Se trata de una situación en la que el mercado por sí mismo no proporciona una
asignación eficiente de recursos. Recientemente está problemática también se ha
considerado en relación con la propiedad intelectual como "bien con peaje”.
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El acuerdo, en cuanto a la decisión sobre elementos comunes en la
reglamentación de propiedad horizontal ha provocado situaciones similares por el
bloqueo de unos pocos de decisiones colectivas en beneficio de la mayoría.

Desde el punto de vista legal, esta división básica es fundamental y la cuestión de
si un cambio en las reglas legales puede cambiar el status de un bien.
Un ejemplo (en España) de bien privado trasformado en bien público por una
norma legal es el del aseguramiento "público" de la responsabilidad civil de los
vehículos

que

circulan

sin

seguro.

Quiénes

suscriben

un

seguro

de

responsabilidad civil de su vehículo pagan a un organismo público (el Consorcio)
un recargo que nutre los fondos para hacer frente a los siniestros de los
conductores sin seguro. El recargo es un impuesto que pagan los conductores con
seguro y del que se benefician los responsables civiles sin seguro (prototipo de
"free rider" o gorrón) que no necesitan asegurar su responsabilidad civil y que
normalmente no harán efectiva la misma por reclamación del órgano gestor (al fin
y al cabo el "perjudicado" (en sentido estadístico) ha pagado el seguro del
"responsable" (en sentido real). Es evidente que un mecanismo de estas
características produce una transferencia injustificada de riqueza de quienes
pagan un impuesto a quienes no pagan el costo de asegurar un bien privado como
la responsabilidad civil individual. La medida constituye un incentivo claro a la
permanencia del no aseguramiento. Si fuera libre que los conductores pagaran el
recargo a una compañía privada ésta tendría un incentivo a perseguir
judicialmente al responsable sin seguro disminuyendo el incentivo legal y
económico al no aseguramiento y la transferencia injustificada de riqueza vía
impuesto para financiar un bien privado (la responsabilidad civil de un particular).
Los pagos por este concepto fueron, por ejemplo, de 13 millones de euros en 2004
y 57 millones de euros en 2003 y representan una de las principales actividades
del consorcio.
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Como lo ilustra Van Parijs (1991), los nombres de Bismarck, Beveridge y Paine
representan, en su orden, las tres formas de acercarse a la seguridad social:
aseguramiento, solidaridad y equidad. El aseguramiento obligatorio de tipo
bismarckiano se caracteriza porque los trabajadores constituyen un fondo de
reserva que sirve para cubrir, en caso de necesidad, los gastos en salud, y para
garantizar un ingreso mínimo cuando la persona no puede trabajar por alguna
razón (accidente, enfermedad, etc.). En el modelo de Bismarck el aseguramiento
es obligatorio porque como las personas suelen tener un horizonte de corto plazo,
es muy factible que por voluntad propia no destinen los recursos necesarios. La
presión por resolver las dificultades de todos los días puede llevarlas a solucionar
las necesidades urgentes, descuidando el aseguramiento. La obligatoriedad
garantiza el pago de las contribuciones, al mismo tiempo que contribuye a
desarrollar una visión de largo plazo. El aseguramiento bismarckiano no necesita
un principio de solidaridad.
Según Beveridge es posible pasar al modelo solidario, con una lógica, donde las
contribuciones no favorecen solamente al conjunto de las personas que aportan,
sino también a quienes no lo hacen.
Todos y cada uno de los aportantes al sistema renuncian obligatoriamente, a parte
de sus ingresos para conformar con ellos un fondo de garantías, que proveerá a
los afiliados y a los no afiliados, la posibilidad de beneficiarse en la prestación del
seguro o de servicios de salud, ya sea por falta de medios propios o por
circunstancias alternas como incapacidad, accidente, enfermedad) o por no
poseer un empleo con suficiente remuneración (Van Parijs 1994, p. 56).
Así mismo la ley 100 introduce el principio de solidaridad, creando el régimen
contributivo y el régimen subsidiado, gracias a esta opción por la solidaridad, la
Organización Mundial de la Salud, OMS considera que Colombia es el primer país
del mundo en imparcialidad de la contribución financiera.
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Esta forma de solidarizarse con los demás contribuye de manera importante a la
universalización de los servicios de salud y en el caso puntual de este trabajo al
aseguramiento en cuestión de accidentes de tránsito.
Teniendo la equidad un cubrimiento mucho mayor que la solidaridad, tenemos que
este principio es muy exigente y recoge a los otros como sistema de
aseguramiento.
3.5.1 Solidaridad y equidad
La ley 100 de 1993 avanza en el campo de la solidaridad, pero al encomendar su
seguridad en la elección racional ha obstruido el paso de la solidaridad y la
equidad han quedado con un mayor rezago en su desarrollo. Sobretodo, porque
los incentivos inherentes a la elección racional han incubado dos tendencias
contrarias: de un lado, el afán de ganancia de los intermediarios corruptos, que
torpedea el interés general y, de otra parte, la equivocada percepción de que el
sistema de salud es autoregulado y autosuficiente, no ha permitido reflexionar
desde una configuración global que abarque todo el sistema de seguridad social.
La hipótesis propuesta tiene tres componentes:
•

La ley 100 avanza en el campo de la solidaridad,

•

La ley 100 pone la confianza en los principios de la elección racional,

•

En la realidad no se ha logrado pasar de la solidaridad a la equidad.

La solidaridad involucra una redistribución de recursos y provee el acceso de los
menos favorecidos a la salud, este método subyacente no está siempre guiado
por principios de equidad o solidaridad.
La ley 100 trata de explicar la preferencia por el proceso de elección pública, pero
no toma en cuenta que dicho proceso es maximizador en condiciones ideales,
con un argumento de competencia disciplinada, los usuarios prefieran la compañía
aseguradora y, a su vez, que éste adopte la institución prestadora del servicio, etc.
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La dinámica del mercado es precisa y no permite opciones ilimitadas, sin dejar de
lado las bondades propias del mercado. Los servicios médicos, en general la
salud, son servicios que no entran en la dinámica de la oferta y la demanda
tradicionales. Gonzalez. J (2002).
La teoría tradicional suele asociar imparcialidad a equidad (Varian. 1974). Y por
este sentido se promueve la dinámica autocontenida de la elección racional. La
resistencia existente entre los principios de igualdad y de diferencia que envuelve
la justicia como imparcialidad, no es posible resolverlos al interior del mercado.
La ley 100 trata de exponer los principios de igualdad (régimen contributivo) y de
diferencia (régimen subsidiado), se puede decir que la ley ha sabido
interrelacionar de forma adecuada los dos principios de Rawls. Rawls (1971), y
aunque no pueden examinarse desde el ámbito de un área específica, el principio
de libertad puede explicarse, por lo menos, de tres formas diferentes: libertad
normal, igualdad liberal e igualdad de régimen democrático. Rawls defiende la
idea que la justicia como imparcialidad es más cercana a la igualdad del régimen
democrático.
CUADRO No 3 Solidaridad y equidad

Solidaridad

Equidad

Los pobres tienen más sin que haya Los pobres tienen más y la distribución
ningún

efecto

claro

sobre

la del ingreso mejora.

distribución del ingreso.
El sistema de seguridad social es El sistema de seguridad social no es
autocontenido desde el punto de vista autocontenido, y obliga a pensar en
financiero.

recursos provenientes de la renta y la
riqueza.

Fuente: ley 100 de 1993

El cuadro No3 presenta de una manera abreviada los rasgos que diferencian los
principios de solidaridad y equidad. En la fila uno se observan las características
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que son propias de la distribución y la segunda refleja la estabilidad financiera del
sistema de seguridad social.
Los conceptos que aparecen en la primera fila registran que la solidaridad no
tiene incidencia sobre la distribución del ingreso. Explicado en otras palabras, la
mayor solidaridad puede ser perfectamente concurrente con un empeoramiento o
con un mejoramiento de la distribución. Así mismo, una mayor solidaridad no tiene
por qué manifestarse como una mejor distribución del ingreso. Los contribuyentes,
hacen parte del proceso la solidaridad, pero hasta el límite de no ver afectados
sus privilegios económicos o de seguridad.
Los comentarios hechos en la segunda fila describen y enseñan sobre la
seguridad financiera del sistema. La ley 100 permite garantizar la estabilidad
financiera de la seguridad social en salud. Pero esta visión no es del todo cierta,
porque para que el sistema sea económicamente constante se necesita aplicar el
concepto de equidad, con lo que podemos obtener un doble propósito, en primera
instancia, se supera la lógica autocontenida y, posteriormente, se avala la
universalidad en cobertura.
Las observaciones sobre la función autocontenida de la ley 100, examinan que
una parte significativa de los recursos de financiación de la salud son del
presupuesto nacional. El régimen es autocontenido porque aún sin deterioro en el
concepto de solidaridad, este mismo no permite preguntas acerca de distribución
del ingreso. En este punto, es pertinente proyectar la pregunta por la equidad
desde un panorama global, en el que obtienen gran importancia

los temas

tributarios y distributivos. La equidad no se concluye en el área de la seguridad
social en servicios de salud, porque conduce a la formulación de preguntas como
por la progresividad de los impuestos, la relación con la reforma agraria, entre
otras, que visiblemente sitúan la discusión en un ámbito

que no es de la

seguridad social en salud, en especial lo que corresponde a la salud pública.
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En búsqueda de ampliar la perspectiva actual en salud se piensa introducir la
equidad para progresar hacia la protección universal. La ley 100 fue implementada
con la falsa idea de que se obtendría una mayor cobertura por medio de los dos
mecanismos adoptados el régimen contributivo y el régimen subsidiado, pero no
fueron tomados en cuenta otros aspectos de la normatividad como las fuentes de
financiación insuficientes.
Además de estas falencias del sistema, existe la figura del intermediario, que en
gran parte de las ocasiones pretende sacar el mayor provecho de su labor,
agotando una serie de artilugios, como demorar los pagos para ganar
rendimientos financieros, y además otras variables que son causa de la aplicación
de la ley 100 y no por problemas inherentes a ella.
Si esta serie de inconvenientes que menoscaban la eficiencia de esta ley, tiene su
origen en ella misma, sería conveniente reformarla, pero si como se piensa está
en la implementación y operación, se puede mejorar su funcionalidad con un
mayor control de su normatividad control y vigilancia.
En cuanto a dichos inconvenientes, es posible establecer tres aspectos a analizar:
el primero corresponde al concepto de justicia como imparcialidad y sus alcances
distributivos; el segundo describe los alicientes de la elección, siendo uno de las
bases que constituyen el espíritu de la ley 100; y el tercero es el método o la forma
como se aplica la ley.
Londoño et Al (1997) cree que la competencia (pública y privada) está
reglamentada, los hechos muestran que ello no es así. El sistema presenta un
problema

de concentración o sea una clara disminución en el número de

entidades, y de integración vertical en cuanto a aseguradoras y prestadoras.
La falta de competencia ejemplifica, que hay un problema innegable de regulación.
Las entidades aseguradoras están demorando el pago de los recursos, en
promedio, 525 días. La ley 100 no está trabajando de acuerdo con los postulados
de sus creadores.
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3.6 ECONOMÍA DEL DERECHO
Una de las funciones fundamentales de las instituciones, es ser fuente confiable
sobre las decisiones que se tomarán a futuro, con la finalidad de reducir la
incertidumbre en las acciones económicas, sociales y políticas. Así mismo,
disminuyen las opciones de elección de cada persona o insinúan caminos de
desempeño, reduciendo el costo de obtener información y tomar decisiones. El
conjunto de las instituciones operan como los reglamentos de los juegos de
mesa, sin embargo, las instituciones han nacido

generalmente, de manera

espontanea como resultado de la actividad habitual de individuos y no como un
compromiso formal creado por un grupo determinado. Universidad de Málaga,
(s.f.)
Existe acuerdo alrededor de la afirmación que el análisis económico del derecho
empezó hace aproximadamente 25 años con la publicación poco más o menos
sincronizada de dos artículos: “el problema del costo social” y “reflexiones sobre
la distribución del ingreso y el régimen jurídico de los ilícitos culposos”.
Aunque no existe duda sobre los aportes que la economía ha hecho en el
derecho, sin embargo, algunas personas de lo más tradicional de esta disciplina
que aún cuestionan la importancia de esta coincidencia de disciplinas.
El análisis económico de las decisiones legales se dedica a los efectos de normas
legales “fijas” sobre varias decisiones posibles de los agentes. En materia de
accidentes, por ejemplo las decisiones relevantes tienen que ver con la elección
de actividades y niveles de cautela. La perspectiva de la elección pública, por el
contrario permite a los agentes no solo alterar su actividad y los correspondientes
niveles de cautela, sino también intentar la alteración de la propia norma que
regula las responsabilidades en materia de accidentes. Kornhauser (2000).
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3.6.1 Decisiones públicas
El Estado posee instrumentos varios para regular las actividades económicas,
además de poder controlar los precios, limitar el crecimiento de los salarios,
prohibir los monopolios, proteger a los consumidores, establecer mínimos de
calidad en los productos, regular las emisiones ambientales contaminantes y
apropiarse de la producción exclusiva de algunos bienes y servicios.
Dentro de estos bienes de producción que el Estado monopoliza, están aquellos
como la seguridad militar o de interés estratégico, y en general aquellos a los
cuales no se puede excluir a ninguna persona aunque no tenga posibilidad de
pagarlo, o que no se puedan proveer por la industria privada. En todos los países
se acusan a los gobiernos

de falta de eficacia en la administración de las

empresas públicas. Muchas empresas públicas sufren pérdidas de un periodo a
otro. La explicación es que los gobiernos suelen seguir el principio de
subsidiariedad, encargándose de producciones que no resulten rentables a las
empresas privadas, los gobiernos se hacen cargo frecuentemente para enfrentar
y evitar mayores daños al interior de las empresas.
“La subsidiariedad es una expresión del hombre, de la sociedad y del universo.
Todo lo que las personas puedan conseguir con su propio esfuerzo no se le
proveerá. Pero la esencia de la subsidiaridad, consiste en el compromiso que
adquiere la sociedad de proteger y beneficiar otros grupos sociales con menor
capacidad de mantenerse económicamente estable o en nivel de supervivencia.”
Universidad de México, (1992).
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4 HECHOS ESTILIZADOS
Por aquellos principios de solidaridad, igualdad y subsidiariedad, y por acción del
Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, SOAT, el país recibe importantes
recursos para el sector salud y especialmente en cubrimiento para las víctimas de
accidentes de tránsito.
Colombia cuenta desde 1986 con un diseño de aseguramiento fundamentado en
el principio social, donde predomina la solidaridad, que garantiza los recursos
necesarios para atender cuidadosamente a las víctimas de accidentes de tránsito,
según datos se evidencia el crecimiento del parque automotor, es decir compra
de vehículos de toda clase, que genera un mayor riesgo y mayor posibilidad de
sufrir un accidente de tránsito.
El SOAT se encuentra asociado, al sistema de seguridad social en salud del país,
con base, en un espíritu social, dada la reglamentación que existe sobre el tema
se dice que es un bien público puro, en otras palabras, que no excluye a ningún
miembro de la sociedad y no genera rivalidad en los miembros de la misma, dado
que las coberturas están especificadas para cada una de las personas implicadas
en el accidente de tránsito. (Peatón, Conductor, Pasajero).
Por tratarse de un principio de solidaridad, los recursos son captados de toda la
sociedad en cabeza de los propietarios de vehículos, que son destinados a la
prevención y atención de los accidentes de tránsito y de todas aquellas personas
que resulten victimas por este tipo de accidentes para que sean atendidos en
forma inmediata e integral.
La función del SOAT es garantizar recursos para cubrir la atención médica
requerida por todas las personas que resulten lesionadas, afectadas o muertas
como consecuencia de un accidente de tránsito, ocurrido dentro del territorio
nacional, este seguro se encarga de pagar los gastos médicos, quirúrgicos,
farmacéuticos, hospitalarios, incapacidad permanente, indemnizaciones por
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víctimas fatales, transporte en que se incurra para atender adecuadamente a las
víctimas de un Accidente de Tránsito.
La vigencia del SOAT debe ser expedido como mínima con un año de cobertura a
todos los vehículos que circulen por el territorio nacional.
El seguro debido al principio de solidaridad, si el vehículo en el momento del
accidente no se encuentra asegurado, su póliza esta vencida o falsa, o este
emprende la fuga (vehículo fantasma), el procedimiento es el mismo que un
vehículo asegurado, pero el pago de los servicios de salud o indemnizaciones en
este caso correrá por cuenta del Fondo de Solidaridad y Garantía (FOSYGA).
El SOAT por ser Obligatorio es reglamentado por el Estado, el cual estipuló unos
montos de cobertura los cuales son fijados en Salarios mínimos legales.
CUADRO No 4

Montos de cobertura póliza SOAT

Cobertura

Cuantía

Gastos de transporte y movilización de las víctimas

Hasta 10 SMLDV

Gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios

Hasta 500 SMLDV

Incapacidad Permanente

Hasta 180 SMLDV

Muerte de la víctima

600 SMLDV

Gastos funerarios

Hasta 150 SMLDV

Fuente: Artículo 6, decreto 2544 de 1987

Las tarifas comerciales del SOAT que deben pagar los propietarios de vehículos:
• Son reglamentadas por el Estado
• Su Valor se calculará en SMLDV, para conservar el poder adquisitivo con el
tiempo
• Son específicas para cada

tipo de vehículos, amparando los subsidios

cruzados
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4.1 RECURSOS DEL SOAT
El pago que realiza el propietario de vehículo tiene dos componentes:
Por una parte, se encuentra la tarifa establecida por la Superintendencia
Financiera de Colombia, y por la otra, un recargo equivalente al 50% del valor de
la tarifa, con el cual se realizan las transferencias al Fondo de Solidaridad y
Garantía, FOSYGA. En consecuencia, si la SFC determina que un vehículo debe
pagar $100 pesos de tarifa, la aseguradora cobrará al propietario del vehículo
$150 pesos, de los cuales los $50 pesos se transfieren al FOSYGA.
Adicionalmente, la aseguradora deberá aportar el 20% de la tarifa establecida por
la SFC, para el ejemplo $20 pesos, destinados al Fondo del Seguro Obligatorio de
Accidentes de Tránsito FONSAT y por último, deberá aportar el 3% de la tarifa
establecida por la SFC al Fondo de Prevención Vial (FONPREVIAL), es decir $3
pesos. En consecuencia, la aseguradora contará con $77 pesos para la atención
del riesgo, el gobierno nacional recibirá $70 pesos, destinados al FOSYGA y
Fondo de Prevención Vial $3 pesos para desarrollar campañas de prevención de
accidentes, capacitación y documentación sobre la materia.
Respecto de los aportes realizados al FOSYGA y FONSAT según FASECOLDA la
cuantía de recursos enviados a esas entidades se estima entre los años 1994 y
2004 al FOSYGA cerca de $1.46 billones de pesos, mientras que el FONSAT ha
recibido recursos cercanos por valor de $580 mil millones de pesos en el mismo
periodo de tiempo. Es decir, el Gobierno Nacional ha recibido más de $2 billones
de pesos a través de dichos fondos.
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Cuadro No 5: Total De Polizas Soat Vendidas En Pesos Corrientes

valor total póliza
año

SOAT, según
tarifas aprobadas
por SFC

valor del 77%
cifras en pesos
reporte de
FASECOLDA

50% aporte o
traslado del 20%
de las

traslado 3% de

contribución del

las aseguradoras titular cobrado por

valor total
recaudado por

aseguradoras al

a

la aseguradora y

aseguradora antes

FONSAT

FONPREVIAL

reportado al

de traslados

FOSYGA
2005 458.420.659.571,43 352.983.907.870,00

91.684.131.914,29 13.752.619.787,14 229.210.329.785,71

687.630.989.357,14

2006 563.168.794.428,57 433.639.971.710,00 112.633.758.885,71 16.895.063.832,86 281.584.397.214,29

844.753.191.642,86

2007 669.363.740.857,14 515.410.080.460,00 133.872.748.171,43 20.080.912.225,71 334.681.870.428,57 1.004.045.611.285,71
Fuente: FASECOLDA, CALCULOS PROPIOS

Partiendo de este escenario se aplica el método indicado en el decreto 2078 del
28 de julio del 2003, en el cual se fijan los montos de transferencias y aportes a las
diferentes cuentas que participan en la coadministración de estos recursos.
Para la construcción del anterior cuadro se contó con los datos reportados por
FASECOLDA, el cual presenta el valor anual para los años 2005 al 2007 de las
primas emitidas netas, correspondientes al 77% del valor total de las tarifas
aprobadas por la SFC, es necesario obtener el valor bruto emitido por las
aseguradora anualmente el cual se describe con la siguiente ecuación.

VNP= Valor neto de la prima reportado por FASECOLDA
VBP=Valor bruto de la prima, el cual representa el total aprobado a tarifas de la
Superintendencia Financiera de Colombia.

(1)
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Para hallar el valor del aporte del 50% con destino al FOSYGA

(2)

VAP=Valor correspondiente al aporte del 50% que realiza en propietario del
vehículo como un costo adicional, al valor aprobado por la SFC.
Con respecto al valor total recaudado por las aseguradoras el 49% es girado al
Estado y el 51% restante es tomado por las aseguradoras para el cubrimiento de
siniestros generados por vehículos asegurados.
4.1.1 Cobertura del parque automotor con póliza SOAT
Aunque según lo estipulado por la reglamentación expedida por el Estado, la
adquisición del SOAT debe ser de carácter obligatorio, existen también
mecanismos de evasión y fraude en la expedición y compra de este sistema de
aseguramiento, lo cual contribuye también a dificultar el cubrimiento universal en
el parque automotor en Colombia, al tiempo que genera destinaciones indebidas
de recursos de la seguridad social a manos inescrupulosas por estos dos flagelos.
A continuación se presenta el comportamiento del parque automotor para los
periodos 2005 a 2007, y al mismo tiempo el número de pólizas emitidas por las
aseguradoras autorizadas para la expedición del SOAT, y llegar a cumplir de
forma cabal con todos los preceptos fundamentales del seguro.
El cual nos permite estimar el número de evasores potenciales mediante el
método empírico de deducción y por ende el índice de evasión
(3)

(4)
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TPA=Total Parque Automotor
TPEX=Total pólizas expedidas por las aseguradoras

Cuadro No 6 Parque Automotor Vs Pólizas SOAT e Indice de Evasión

Año

Población

Parque

Pólizas

Evasores

Índice de

Habitante/

automotor

vendidas

potenciales

evasión

vehículo

2005

42.888.592

4.190.541

3.151.274

1.039.267

24,80%

10,2

2006

43.411.997

4.616.962

3.675.444

941.518

20,39%

9,4

2007

43.971.792

4.951.225

4.145.580

805.645

16,27%

8,9

Fuente DANE, FONPREVIAL, FASECOLDA, CALCULOS PROPIOS

El anterior cuadro indica el crecimiento de la población, del parque automotor y de
la venta de pólizas SOAT año a año, notando que existe una relación directa de
estas tres variables.
Con relación a la evasión en la adquisición de las pólizas SOAT, si bien mantiene
un indicador alto al año 2007, se puede determinar que con respecto a los años
anteriores este indicador presenta un comportamiento decreciente.
El siguiente cuadro nos indica el comportamiento de la tasa de mortalidad anual
de la vigencia 2005 a 2007 presentado por FONPREVIAL y Medicina Legal.
Con el fin medir, el posible impacto económico al interior del SGSSS, se trabajó
con los resultados estadísticos que emplean las entidades encargadas de revelar
las tendencias del índice de accidentalidad y evaluar los comportamientos de
mortalidad ocasionados por accidentes de tránsito para el período 2005 a 2007.
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Para este caso en especial se tomó como punto de inicio el número total reportado
por Fonprevial correspondiente a víctimas fatales, el cual corresponde al siguiente
informe
Cuadro No 7 Total Víctimas Fatales Vs Víctimas Fatales Vehículos Sin Póliza SOAT

Víctimas fatales
Año

Total víctimas

causados por

% Muertes sin SOAT Vs

fatales

vehículos sin póliza

Total victimas fatales

SOAT
2005

5418

468

8,64%

2006

5481

1646

30,03%

2007

5409

589

10,89%

Fuente FONPREVIAL, Instituto Nacional de Medicina Legal

Grafico No 1 Total Víctimas fatales causados por vehículos sin póliza SOAT año 2005 a 2007

Fuente: FONPREVIAL

Las entidades responsables de publicar estos datos a nivel informativo son:
Fonprevial, Ministerio de Transporte, Instituto Nacional de Medicina Legal, SIT,
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etc. Los cuales concentran la información y la publican con la finalidad de ayudar a
los entes encargados de generar políticas de prevención.
Una vez identificado el total de víctimas fatales, ocasionadas por vehículos que en
el momento del evento se encontraba sin póliza, póliza vencida o póliza falsa, y
aplicando el artículo 6 del decreto 2544 de 1987 que establece los montos a pagar
por indemnización por muerte, se calcula el valor total en el cual por el hecho de
no estar asegurado dicho vehículo, el FOSYGA mediante la cuenta Eventos
Catastróficos y Accidentes de Tránsito (ECAT), interviene en la erogación de
recursos, previstos para estas eventualidades.
Cuadro No 8 Total Supuesto Pago Por Concepto De Indemnizaciones Por Muerte a Victimas Sin Póliza SOAT

Año

Número de Víctimas

SMLMV

SMLDV

Fatales sin SOAT

600 SMLD por

Total a Indemnizar

Víctima para la

por muerte

vigencia

600 SMLDV
Subcuenta ECAT

2005

468

$ 381.500,00

$ 12.716,00

$ 7.629.600,00

$ 3.570.652.800,00

2006

1646

$ 408.000,00

$ 13.600,00

$ 8.160.000,00

$ 13.431.360.000,00

2007

589

$ 433.700,00

$ 14.456,00

$ 8.673.600,00

$ 5.108.750.400,00

Fuente Cálculos Propios y Fonpre|vial

Los hechos registrados en el cuadro No 8 permite concluir que para los años
contemplados en el estudio el SGSSS mediante la subcuenta ECAT, y aplicando
los principios de subsidiaridad y solidaridad permite inferir que realizaron pagos
cercanos a $22.110.763.200 para los años en estudio, dicho monto es el reflejo de
la evasión en la adquisición de las pólizas SOAT.
Por medio del método deductivo inferencial de observación objetiva de los hechos
publicados, se generan indicadores de evaluación en el proceso de búsqueda en
el mejoramiento de la eficiencia de los recursos y la optimización en la
interiorización de las estadísticas que en últimas son personas las que han perdido
facultades, salud y hasta la vida, en este sentido se pretende humanizar los
estudios y ayudar a crear conciencia en el gasto indiscriminado de dichos recursos
que provienen de los bolsillos de todos los propietarios de vehículos y que tienen
derecho a saber cómo se están distribuyendo estos dineros que se asimilan a un
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impuesto adicional, al presentarse un sobrecosto en el valor real del llamado
Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito.
Con el fin de poder determinar por cada peso transferido por las aseguradoras
responsables del SOAT, cuanto se destina para el pago de indemnizaciones en
víctimas fatales, por causa de la evasión en la adquisición de la póliza SOAT, se
dispone de los datos necesarios para los años 2005, 2006 y 2007, es por ello que
se organizan los datos en el siguiente cuadro, presenta el índice de impacto
económico de las erogaciones para cada año estudiado:

Cuadro No. 9 Impacto Económico de las indemnizaciones sujetas de pago por la subcuenta ECAT

Total a Indemnizar por
muerte
Año

50% aporte o
contribución del titular
cobrado por la

600 SMLDV Subcuenta

aseguradora y

ECAT
2005

2006

2007

reportado al FOSYGA

Impacto económico de
las indemnizaciones
pagadas por cuenta
ECAT

$ 3.570.652.800,00

$229.210.329.785,71

1,56%

$ 13.431.360.000,00

$281.584.397.214,29

4,77%

$ 5.108.750.400,00

$334.681.870.428,57

1,53%

Fuente: Estimación autores

Nota: Para la estimación del impacto económico de las indemnizaciones, no se
tuvo en cuenta el 20% girado por parte de las aseguradoras al FONSAT, ya que
dicho valor es utilizado para cubrir erogaciones de siniestros ocasionados por
vehículos no identificados, (vehículos fantasmas).
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5 CONCLUSIONES
Se observan los resultados obtenidos, generando un indicador de impacto
económico, que responde a la pregunta inicial del trabajo y presenta cifras que en
un principio pueden parecer poco significativas, porque para el año 2005, tenemos
un impacto de 1,56% de las erogaciones por no tener póliza, póliza falsa, o póliza
vencida, sin embargo, al tomar la cifra por su valor monetario, es una cantidad
nada despreciable, lo que hace menos eficiente el sistema, haciendo del principio
de equidad algo que no genera beneficios adicionales.
En el año 2006 el comportamiento del indicador de impacto aumenta a 4,77%
debido al aumento en el parque automotor por la venta de motos durante este año
y a que la norma era muy laxa en cuanto al aseguramiento de este tipo de
vehículos, lo que presentó un aumento de las erogaciones en poco menos de
$10.000´000.000. Valor monetario que de haber tenido un nivel de evasión más
bajo se hubiera podido invertir de manera más eficaz, generando valor agregado
al sistema y muy probablemente, menor impacto en el número de víctimas fatales
en dicho período.
Para el año 2007, se calcula un posible impacto de 1,53% de los pagos por la
cuenta ECAT debido a muertes en accidentes de tránsito en este año, vemos que
a pesar de que hay una significativa disminución de erogaciones, el impacto sigue
siendo una vena rota dentro del sistema de aseguramiento, dinero que jamás se
recupera y que empleado de mejor manera en campañas de prevención,
mejoramiento en la infraestructura vial, educación, etc, sería de mayor utilidad
para la sociedad en general.
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6 RECOMENDACIONES
En cuanto a las recomendaciones que se pueden sugerir con motivo de mejorar el
sistema de aseguramiento en SOAT, se debe implementar una campaña de
incentivos adicionales que logren una disminución en los índices de evasión, como
pueden ser:
Reglamentar por parte del Estado, un método de retención en la respectiva
compañía aseguradora, de tal manera que análogamente al seguro de salud, el
usuario no pueda cambiar de aseguradora como mínimo en dos años, para
generar una continuidad en los registros y de esta forma hacer más efectivo el
seguimiento, control e inspección de los asegurados.
La anterior recomendación adicionalmente crea una manera de llevar un registro
del comportamiento en cuanto a sus hábitos de conducción y conducta con su
seguro obligatorio.
En el caso de que el propietario del vehículo no tenga necesidad de hacer uso de
su seguro obligatorio por conducta ejemplar, puede generar un incentivo en la
disminución porcentual en el valor de la prima del seguro, según puntuación
obtenida en los registros de cada aseguradora.
Adicionalmente se debe realizar un seguimiento cercano a los dineros que llegan
anualmente a

la cuenta ECAT, para saber a ciencia cierta en que se están

invirtiendo dichos recursos de tal forma que se empleen adecuadamente y no sea
fuente de posible corrupción administrativa.
Con respecto al presente estudio se recomienda profundizar en el tema de la cual
se obtendrán interesantes hallazgos y hacer un comparativo con respecto a otros
países para aprender e intercambiar experiencias y conocimientos.
Otra manera de maximizar los recursos es optimizar los sistemas de información
tanto al interior como entre los entes encargados de llevar seguimiento al SOAT.

47

BIBLIOGRAFIA
ALESSINA, Alberto, 2000, Institutional reforms in Colombia, Work Paper, Serie
No21, noviembre Fedesarrollo, Bogotá.
ARROW, Kenneth, 1951, Social Choice and individual values, Wiley, N.Y. p.p. 191.
ATEHORTUA, Y. Seguridad vial debe ser política de Estado, El Pulso, año 10, No
114, http://www.periodicoelpulso.com/html/0803mar/general/general-03.htm
BARRO, Robert, 1997. Determinants of economic growth a cross country study,
MIT press, Cambridge.
BECKER, Gary, 1964, El capital Humano, Alianza Universal, Madrid, 1983.
BEJARANO, Jesus, 1999, Evaluación del estado de la disciplina económica en
Colombia: un enfoque institucionalista, en,

BEJARANO, Jesus, comp. Hacia

donde va la ciencia económica en Colombia. Siete ensayos exploratorios, Tercer
Mundo editores, Colciencias, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, p.p 399
BRENNAN, Geofrey; BUCHANAN, James. 1985, La razón de las normas,
Biblioteca de economía, Unión editorial, Barcelona, 1987.
COASE, Ronald, 1988, The firm, the market and the law, University of Chicago
press, Chicago, p.p 1-31.
COMMONS, John, 1936, Institutional economics, american economics review, vol
26, No 1 mar, p.p. 237-249.
CUEVAS, Homero, 1998, Proceso político y bienestar social, Universidad
Externado de Colombia, Bogotá.
GARAY, Luis J.1999, Construcción de una nueva sociedad, Tercer Mundo,
Cambio, Bogotá.
48

GAVIRIA, Ricardo, “El Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito SOAT, Un
aporte permanente al Sistema de Seguridad Social en Salud para Colombia”,
2006, Revista Fasecolda, No 115, página 8.
GONZALEZ, J. Salud y seguridad social, entre la solidaridad y la equidad,
Gerencia

y

políticas

de

salud,

Vol.

1,

No

2,

septiembre

de

2002,

http://www.gerenciasalud.com/art50.htm Acceso 20 octubre, 2009.
KALMANOVITZ, Salomón, 1997, Las instituciones, la ley y el desarrollo
económico, Ensayo y error, No 2, abril, p.p. 54-81
KEYNES, John M. 1936, Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero,
Fondo de cultura económica, Mexico.
MARSHALL, Alfred, 1920, Principles of economics an introductorial volumen, eight
edition, Porcupine, London.
MARTINEZ, Juan C. 2001, Biblioteca de economía y enciclopedia virtual
interactiva, EMVI http//www.eumed.net/cursecon/ (10/11/2005).
MILLER, Minners, 1994, Microeconomía, tomo 1, 3ª Edición.
MINCER, Jacob, 1958, Investment in human capital and personal income
distribution, journal of political economy, august.
MUÑOZ, Gloria, SALAZAR, Rodrigo, 2002, La pacificación del tránsito o tráfico
calmado.
NICHOLSON. 1997, Teoría microeconómica, sexta edición.
NORTH, Douglas, 1993, Instituciones, cambio institucional y desempeño
económico, Fondo de Cultura económica, México.
RAWLS, John, 1971, Teoría de la justicia, Fondo de cultura económica, Mexico.
ROSEN, Harvey, 2002, Hacienda pública, quinta edición Mc Graw Hill.

49

SEN, Amartya, Human capital and and human capacity Word development, No 25,
cuadernos de economía vol 27, No 29, segundo semestre, 1998, p.p. 67-72.
SEN, Amartya, 1999, Development and freedom, Alfred knopf, N.Y.
SMITH, Adam, 1759. The theory of moral sentiments, Prometheus books, N.Y.
2000
SMITH,Adam, 1776, La riqueza de las naciones, Limusa editorial, Madrid, 1994.
STIGLITZ, Joseph, 1992, La economía del sector público, Anthony Bosch,
Barcelona.
STIGLITZ, Joseph, 1994, Principios de Microeconomía, primera edición.
UNIVERSIDAD, Andes de los, Instituto SER de investigación, 2004, Estudio para
la elaboración de un manual que sirva de guía para los entes territoriales de
carácter municipal y departamental para el diseño y ejecución de sus planes de
seguridad vial.
UNIVERSIDAD, Málaga de, (s.f.) El entorno institucional y la Economía del
Derecho, eumed.net/cursecon/1/instentorno.htm Acceso, diciembre 9 2009.
UNIVERSIDAD,

Mexico

de,

Itam,

Subsidiariedad

y

http://biblioteca.itam.mx/estudios/estudio/letras30/notas2/sec_4.html

federalismo,

1992.

Acceso diciembre 15

2009.

VARIAN, Hal, 1999, Microeconomía intermedia un enfoque actual, cuarta edición.
Anthoni Bosch editor S.A.
VEBLEN, Thorsthein, 1899, The preconceptions of economic science, Quarterly
journal of economics, vol 13, No 2 january, p.p. 121.150.
WEISNER, Eduardo, 1997, La efectividad de las políticas públicas en Colombia,
un análisis neoinstitucional, Tercer Mundo, D.N.P. Bogotá.

50

WILLIAMSON, Oliver, 1985, Las instituciones económicas del capitalismo, Fondo
de cultura económica, México.

51

